
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

BALLESTEROS MOFFA, Luis Ángel: hiem-
hargabilidad de bienes v derechos de las
Administraciones públicas (prólogo de
Francisco SOSA WAGNUR), Ed. Colex,
Madrid, 2000, 422 págs.

I

Entre las primeras palabras que el au-
tor emplea para introducir la obra que
aquí comentamos, está la de explicar
que se afronta en la misma una biogra-
fía del privilegio de incmbargabilidad de
los bienes de la Administración; biogra-
fía que modes tamente señala como
«inacaba» (pág. 19) y que, tras su lectu-
ra, podemos darnos cuenta que se trata
de cualquier cosa menos eso, ya que nos
encontramos ante una monografía cier-
tamente exhaustiva sobre la cuestión.

El trabajo de BALLESTEROS MOFFA es,
además, sumamente oportuno, ya que
tratándose de una institución jurídica
de rancio abolengo en el Derecho Admi-
nistrativo, que en su evolución se detec-
tan los avatares mismos de nuestra dis-
ciplina, en la actualidad no ha perdido
aún su vigor; constituyendo además, es-
pecialmente tras la reciente Sentencia
166/1998 del Tribunal Constitucional,
una cuestión objeto de discusión entre
la doctrina tanto científica como juris-
prudencial de un privilegio, ya longevo,
consistente en que los Tribunales no
despachen mandamiento de ejecución
ni dicten providencia de embargo con-
tra los bienes, rentas o caudales de la
Administración.

Como decimos, la monografía que co-
mentamos es toda una biografía, com-
pleta y bien hilvanada, de la institución

cuyo estudio afronta, de lo que da fe su
propia sistemática. Asimismo, el autor
no se limita a explicitar esa evolución,
sino que además aporta su punto de vis-
ta sobre la misma, utilizando los datos,
la información que maneja, para extraer
conclusiones y realizar propuestas de
lege feretida.

11

La Primera de la cuatro panes en las
que se estructura el libro lleva por título
«Aproximación histórica al privilegio de
incmbargabilidad de los fondos públi-
cos». En ella se lija el origen de la insti-
tución, razonadamente, en las Reales
Ordenes de 28 de febrero de 1844 y 14
de junio de 1845, y el Real Decreto de
12 de marzo de 1847, frente a otros au-
tores que lo habían señalado en un mo-
mento anterior (nota 1. pág. 23). Y se
vincula, el nacimiento del privilegio, a
los procesales que a mediados del siglo
xix se instauran para la Administración,
junto con el propio establecimiento de
la jurisdicción contencioso-administra-
tiva.

Situada la institución en su contexto,
se afronta el estudio de esa evolución
histórica al hilo de los avances normati-
vos que fue sufriendo, pudiendo obser-
varse cómo con la Ley de 20 de febrero
de 1850, sobre las bases de la contabili-
dad general, provincial y municipal, se
vincula a la legalidad presupuestaria, o
con la Ley de Ayuntamientos de 5 de ju-
lio de 1856 cómo se consagra definitiva-
mente en el ámbilo local. El caso es que,
de la mano del autor, observamos níti-
damente cómo el privilegio va sobrevi-
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viendo, adquiriendo vigor y llegando a
nuestros días. Y así, ya muy entrado el
siglo xx, hasta llegar al Texto Refundido
de Régimen Local de 18 de abril de
1986, en cuyo artículo 182 se establecía
una limitación o excepción luego dero-
gada por el artículo 154 de la Ley de Ha-
ciendas Locales de 28 de diciembre de
1988: que las deudas contraídas por las
Corporaciones, si bien no podrán ser
exigidas por el procedimiento de apre-
mio, sí podrá hacerse respecto de las
aseguradas por prenda o hipoteca, lo
que parecía obvio, pues si la Adminis-
tración puede vender, también podrá hi-
potecar con todas sus consecuencias.

III

En la Segunda Parte, expuesta toda
esa evolución, BALLESTEROS acredita de
qué modo el privilegio se asienta en el
ordenamiento jurídico actualmente vi-
gente, procediendo a su análisis y ubi-
cándolo dentro del conjunto de supues-
tos de inembargabilidad reconocidos Ie-
ga lmenle . Ello es especia lmente
acertado va que si en realidad se trata
de LUÍ supuesto de inembargabilidad ju-
dicial, su contexto será ante todo el de
las prohibiciones de embargo que han
sido establecidas por ley, su vehículo
adecuado. Todo ello tiene una especial
dificultad, pues tales prohibiciones apa-
recen «de forma desordenada y confusa,
lo que ha conferido al tema un impor-
tante grado de complejidad» (pág. 77),
que el autor salva sin dificultades.

El Capítulo II de esta parte, el más ex-
tenso de la monografía, lleva por título
«Clasificación de los distintos supuestos
de ¡nembaraabilidad a la luz de la Admi-
nistración pública», donde se distingue,
en un encomiable esfuerzo de sistemática,
entre aquellos que determinan la inem-
bargabilidad de bienes o derechos corres-
pondientes a alguna Administración de
los que inciden sobre bienes o derechos
de titularidad privada. Especialmente res-
pecto de los primeros, el autor, con sumo
rigor, analiza los distintos supuestos nor-
mativa y expresamente instaurados, Ad-
ministración por Administración, sector
por sector, alcanzando incluso a las socie-
dades mercantiles estatales.

Así cierra esta parte con un Capítulo,
el III, previo a una precisa Recapitula-
ción, donde se hace particular referen-
cia al embargo de los bienes de las fun-
daciones privadas de iniciativa pública,
de las previstas en la Ley de 24 de no-
viembre de 1994; tema de especial ac-
tualidad por el debate generado respec-
to de las fundaciones sanitarias, cuya
motivación declarada es la mayor efica-
cia en detrimento de los rigurosos con-
troles públicos. Eso sí, y lo detecta níti-
damente el autor, los bienes de estas en-
tidades son perfectamente embargables.

IV

La TeiCL-ra Parte, titulada «El privile-
gio de inembargabilidad de los bienes
públicos en el contexto de la ejecución
de sentencias fíenle a entes públicos»,
es donde todo lo anteriormente expues-
to cobra mayor sentido para la completa
inteligencia de la institución, ya que es
en la ejecución de sentencias condena-
torias a la Administración donde el pri-
vilegio encuentra su más destacado aco-
modo, conectándose así la ejecución de
sentencias con el privilegio de la inem-
baigabilidad.

Con este planteamiento se afrontan
dos Capítulos, el I, sobre la ejecución d<;
sentencias condenatorias a la Adminis-
tración en el ámbito de la jurisdicción
ordinaria, y el II, sobre ello en el de la
jurisdicción contencioso-administrativa,
haciendo patente que los problemas que
plantea el privilegio son comunes a to-
dos los órdenes jurisdiccionales. Ese Ca-
pítulo, el II, contiene una perspectiva
histórica que arranca en 1845, pasa por
la Ley de la Jurisdicción de 1956. llega a
nuestros días, y concluye con un preciso
análisis de la situación actual.

V

La Parte Cuarta y última del libro de
BALLESTEROS («Valoración y crítica del
privilegio») es la que contiene lo que de
un investigador se espera: una toma de
posición y un análisis crítico. Eso es lo
que lleva a cabo el autor, comenzando
en el Capítulo I con el estado de la cues-

560



RECENSIONKS Y NOTICIA DE LIBROS

lión en la doctrina, detectando división
de opiniones, y la jurisprudencia, con
una interesante serie de sentencias de
Audiencias Provinciales y Juzgados que
se decantan por la embargabilidad, de-
jando a salvo por imperativo constitu-
cional a los bienes de dominio público.
Postura con la que, así se reconoce, se
apartan de la legalidad con un «atrevido
ejercicio de interpretación» (pág. 350).

En el Capítulo II se analiza la postura
del Tribunal Constitucional, recorriendo
las sentencias en las que justificaba ge-
néricamente el privilegio en principios
como los de legalidad presupuestaria y
el del funcionamiento de los servicios
públicos; eso sí, sin alrontar en ellas un
enjuiciamiento dilecto do) privilegio.
Eso es lo que hace el máximo interprete
de la Constitución con la Sentencia
166/1998, de 15 de julio, respecto de los
bienes patrimoniales de las corporacio-
nes locales, v donde se declara inconsti-
tucional el artículo 154.2 de la Ley de
Haciendas Locales de 1988. Pronuncia-
miento al que se dedica, íntegramente y
de modo ciertamente crítico, el Capítulo
III de la obra, bajo el tílulo «Análisis va-
lorativo del privilegio y crítica de la pos-
tura del Tribunal Constitucional. El di-
nero público como encrucijada del privi-
Icgiuiit ¡isci actual».

Apuntado lodo lo anterior, sólo queda
celebrar la llegada de este concienzudo
trabajo del doctor BALLESTEROS MOFFA al
acervo jurídico-administrativo y, sobre
todo, recomendar su lectura.

Ramón TF.ROL GÓMEZ
Profesor Titular de

Derecho Administrativo
Universidad de Alicante

Br.LTRÁN DIÍ FELIPE. Miguel: Reflexiones
sobre el estado aclual de algunos políti-
cas públicas v de las formas clásicas de
inten'ención administrativa en la eco-
nomía, Esperia Publications Ltd.,
Londres, 1999.

No es habitual que en esta REVISTA
aparezcan recensiones de papéis. [Paper:
término anglosajón y no incluido en el

Diccionario de la Real Academia que en
español quiere decir artículo o ensayo
largo —eventualmeme libro corto— que
se publica bajo forma de separata y que
en general está destinado al consumo
inmediato o perecedero.] El que ahora
se comenta es un papel editado en el
Reino Unido (Esperia Publications, de
Londres), amparado por el llamado
Grupo Europeo de Derecho Público (an-
tes se le solía llamar grupo de Spetses,
hoy de Cape Sounion. suficientemente
conocido hoy en España por su red de
becas Aristóteles y por los premios
anuales a la mejor tesis europea de De-
recho público, que hace algunos años
ganó LÓPEZ Biixnr.z con su tesis sobre
las relaciones de sujeción especial, lue-
go editada en Civitas). Este Grupo tam-
bién publica la REDP/EPLR («Rcvue
Européene de Droit Public/European
Public Law Revieu •). v el trabajo al que
nos vamos a referir forma parte de una
serie o colección bajo la rúbrica Euro-
pean Public I.aw Si.-ries/Bibliotheque de
Droit Public Européen. distribuida por
la casa Bruvlam, de Bruselas. Llama,
pues, la atención que en estos trabajos
estén implicados varios países (Grecia,
Reino Unido, Bélgica y, naturalmente,
España, por la nacionalidad de su au-
tor), 'o cual es buena muestra de la ten-
dencia a la internacionali/.ación del De-
recho y de las publicaciones de Derecho.

En la obra que recensionamos, Mi-
guel BELTRA.V DI; Fi-'.Lii'E. profesor en Cas-
tilla-La Mancha y ahora Letrado en el
Tribunal Constitucional, ha estudiado
los procesos de cambio en la interven-
ción pública en la economía que se han
producido en los últimos diez o quince
años (privatización, desregulación, libe-
ralización, etc.), poniendo especial énfa-
sis en cómo estos procesos han afectado
a las técnicas y modalidades administra-
tivas tradicionales (fomento, policía,
servicio público). Sin embargo, como
diremos a continuación, lo más intere-
sante del trabajo tal vez no sea el análi-
sis o la descripción de los procesos de
privatización (sulicientemente estudia-
dos en la literatura española por ARIÑO,
S. MARTÍN-RETORTILI.O, MUÑOZ MACHADO.
PINAR y otros que nos dejamos en el tin-
tero), ni tampoco la constatación de que
las técnicas clásicas de intervención es-

561



BIBLIOGRAFÍA

tan sufriendo cambios que las convier-
ten en casi irrcconocibJes. Creemos que
la principal aportación de BEI.TRÁN es
una reflexión final (págs. 49 y ss., en es-
pecial 52 y ss.) sobre los cambios en el
Estado y sobre el contenido ideológico
de las recientes y dominantes opiniones
liberalizadoras favorecedoras del mer-
cado.

El autor comienza poniendo de mani-
fiesto los distintos significados de las
nociones que se suelen englobar dentro
de la privatización en sentido general
(como, por ejemplo, la liberalización, la
desregulación, la venta de empresas pú-
blicas, el sometimiento de la actuación
pública a regímenes jurídicos privados),
lo cual ¡uslilicaría por sí mismo un tra-
bajo como éste. Porque incluso en los
ámbitos académicos os relativamente
frecuente la confusión terminológica o
conceptual, ya que en ocasiones se ha-
bla de privatización en sentidos comple-
tamente diversos: a veces —cada vez
menos— equivale a la venta de las par-
ticipaciones estatales en empresas pú-
blicas (tal fue el sentido con el que la
doctrina española empezó a estudiar el
tema: RODRÍGLT.Z ARANA, DE LA SERNA, VI-
LLAR ROJAS y, más recieniemente, TRO\-
coso). a veces a la apertura a la compe-
tencia de un sector previamente mono-
polizado, a veces a la huida (imaginaria
o real) del régimen jurídico público, a
veces a la supresión de controles públi-
cos (autorizaciones) sobre todo tipo de
actividades, etc. E incluso a cosas mu-
cho más concretas como a la prestación
de servicios sanitarios ir.ediante funda-
ciones. Si a ello añadimos la poca preci-
sión de otro de los conceptos clave en el
proceso de privatización, el servicio pú-
blico (del cual, a nuestro juicio, nadie
—ni siquiera el legislador, caso de que
fuese tarea suya— esta en condiciones
de ofrecer una noción mínimamente
consistente), la conclusión no puede ser
otra que la insatisfacción y, por ello, la
necesidad, antes de que eJ jurista se
adentre, como ha hecho BEI.TRÁN, en el
mundo de la intervención pública en la
economía, de que clarifique a qué cosa
se refiere y en qué sentido emplea los
términos que maneja. Resulta cada vez
más necesario, ames de hablar o de es-
cribir sobre algunos temas, comenzar

sentando un prontuario terminológico
que posibilite la comprensión y el poste-
rior debate. Es decir, establecer un códi-
go común, para evitar aquella situación,
tan habitual en los debates o polémicas
científicos de nuestro país (ponga el lec-
tor el ejemplo que desee), en la cual dos
autores dicen discutir sobre lo mismo
pero sus discursos no llegan en realidad
a cruzarse ni a encontrarse porque se
mueven en planos conceptuales distin-
tos.

¿Cuál es entonces el significado de pri-
vatización que utiliza BIÍI.TRÁN? lisie au-
tor, como se explica en la pág. 16 de la
obra, ha partido de un concepto de pri-
vatización «en un sentido similar —pero
sólo similar— al de liberalización. La
noción de privatización aquí empleada
podría situarse [...] entre la entrega de
funciones estaiales a entidades indepen-
dientes v la liberalización de determina-
dos sectores, pero que responde sobre
todo a la idea de aplicar a las decisiones
y actividades públicas, incluso a las de
contenido no estrictamente económico,
las reglas del mercado y de la libre com-
petencia. Así, en lo que a este trabajo se
refiere podríamos hablar de privatiza-
ción como "reducción [añado yo: obliga-
da] de las actividades colectivizadas o
asumidas por los poderes públicos" (MA-
JO\"E-LA SPINA, 1992: 271), a consecuen-
cia de la ideología del neocapitalismo,
es decir, de la aplicación de las reglas
del libre mercado y la competencia».
Luego el punto de partida es claro y, a
nuestro juicio, original: en lugar de que-
darse con alguna de las nociones ya acu-
ñadas de privatización, BHLTRAN' ha to-
mado lo esencial de varias de ellas y ha
construido una, si no nueva, por lo me-
nos sí ligeramente distinta de otras no-
ciones más al uso. Para él, y —como se
encarga de precisar— a los solos efectos
del trabajo ahora comentado, privatiza-
ción es la retirada, más o menos obliga-
da, de las Administraciones Públicas de
la prestación de servicios o de la incen-
tivación de actividades por efecto de la
aplicación de las reglas de la libre com-
petencia o del mercado.

Una vez sentado este punto de parti-
da, el autor expone el objeto del trabajo:
comentar y refutar una tesis del italiano
CASSI-'SK según la cual las privatizacio-
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nos (en el sentido recién expuesto, y
también en los demás) apenas estarían
implicando transformaciones en los Es-
tados de la LÍE. ¿Y qué es lo que afirma
CASSESE? De una revisión casi exhausti-
va de sus publicaciones a lo largo de los
últimos quince años, BELTRÁN ha ido ex-
trayendo una idea presente en casi to-
das ellas según la cual las privatizacio-
nes (sobre todo en Italia, pero la tesis es
aplicable a todos los Estados de la ÜE)
apenas habrían supuesto cambios en es-
tos Estados. De modo que. a juicio de
este autor, «las privatizaciones son, en
gran medida, un fenómeno ilusorio»,
que no habrían transformado sino una
«capa externa del Estado regulador di-
recto de la economía, del Estado keyne-
siano» (ambas citas en pág. 19). Lo que
viene a decir CASSP.SE, en la selección de
sus opiniones que realiza BELTRÁN, es
que los cambios operados son mera-
mente adjetivos o aparentes, y que el
Estado, por medio de técnicas normati-
vas y de su presencia política, iiislilucio-
nal, mediática, etc., conserva práctica-
mente intacta su capacidad de interven-
ción en la economía.

Esto es lo que se ha esforzado por ex-
plicar y refutar el autor del trabajo re-
censionado. A su juicio, sí se han produ-
cido cambios de suficiente entidad
como para que la afirmación de CASSESE
sea por lo menos exagerada, si no in-
cierta. Estos cambios serían, por ejem-
plo, las llamadas autoridades adminis-
trativas independientes, que no sin polé-
mica han situado fuera del control de
los Gobiernos la intervención sobre los
sectores del capitalismo duro (bancos
centrales, bolsa y mercado de valores) o
sobre sectores eufemísticamente llama-
dos «sensibles» (energía, medios públi-
cos de comunicación). A este respecto
hay que destacar que BELTRÁN no tercia,
por lo menos directamente, en la polé-
mica sobre la constitucionalidad o in-
cluso sobre la bondad de las Adminis-
traciones independientes. Se ha limita-
do a poner de manifiesto que «no se
trata ya de que las llamadas autoridades
administrativas independientes no enca-
jen del todo en el modelo clásico de la
división o separación de poderes (al fin
y al cabo, éste es un modelo más teórico
o retórico que una realidad técnico-

jurídica o política). La consecuencia
fundamental de la práctica indepen-
dización de la autoridad monetaria res-
pecto del poder político gubernamental
es que buena parte de las decisiones
económicas con relevancia social
(piénsese en la repercusión que para los
millones de deudores hipotecarios tiene
la variación de tipos de interés decidida
por los bancos centrales) se adoptan por
personas sin responsabilidad política o
sin lo que los anglosajones denominan
üccountability, y acaso, en opinión de
los más críticos, con muy escasa legiti-
midad política» (págs. 27-28). Luego lo
que parece preocuparle no es que las
Administraciones independientes ten-
gan cabida en las Constituciones euro-
peas (que sí la tienen, según han senten-
ciado los Tribunales Constitucionales
italiano y alemán en relación con los
bancos centrales de ambos países), sino
que se sitúan fuera del juego de respon-
sabilidades y contrapesos políticos, de-
jando al mercado (o a personas cuya mi-
sión expresa es defender el mercado
frente a las intromisiones de la política,
aparentemente indeseables) la toma de
decisiones públicas. La anterior cita es
muestra de la tendencia de BELTRÁN a
analizar los fenómenos de la privatiza-
ción en un sentido no jurídico (o no sólo
jurídico), sino sobre todo político. En
realidad, todo el trabajo recensionado
está —hay que suponer que deliberada-
mente— cortado por ese mismo patrón
de politicidad: la definición de privati-
zación de la que se parle, la crítica a
CASSESE, y las reflexiones finales sobre
los dos binomios Estado/mercado y po-
lítica/Derecho son tal vez más propias
de la ciencia política que del Derecho
administrativo.

Otro punto en el que, discrepando de
CASSESE, insiste el autor es en los cam-
bios en las modalidades y técnicas clási-
cas con las cuales la Administración in-
tervenía en la esfera de los particulares.
Para ello ha echado mano de la antigua
trilogía fomento/policía/servicio públi-
co. Este enfoque de BELTRÁN merece va-
rios comentarios. El primero, que no es
habitual volver a traer a colación la clá-
sica trilogía, hoy —tal vez justificada-
mente— en desuso. Y el segundo, como
ya dijimos antes, que el autor se aparta
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del discurso que suele ser habitual y
adopta una posición muy original y no
exenta de polémica. Nos referimos, por
ejemplo, a que a la hora de exponer y
criticar las posiciones doctrinales sobre
el servicio público, BELTRÁN' no entra en
el debate sobre si está muerto y enterra-
do (veáse en la pág. 41 la cita de VILLAR
PALASÍ que recogen ARIÑO, MARTÍNEZ
LÓPEZ-MUÑIZ y Di. LA CUÉTARA) O si es un
peligro para los derechos y libertades
fundamentales. Como es conocido, so-
bre esto segundo se entabló, inicialmen-
te en Francia, un debate donde DEVOI.VÉ
en el año 1985 expresó una tesis por en-
tonces casi sacrilega para la mentalidad
francesa: el servicio público, que en
Francia representa uno de los pilares de
1;\ construcción teórica del Derecho ad-
ministrativo y de la concepción del Es-
tado, sería un concepto vacío, arbitra-
rio, un arma en manos de los adminis-
tradores para incidir a su capricho en
los derechos de los ciudadanos, y por
ello una amenaza para tales derechos.
Desde entonces no han parado de suce-
derse pronunciamientos a favor y en
contra, números monográficos de revis-
las (la «Revue de Droit Public» en 1987,
«L'Actualiló .luí ¡dique-Droit Administra-
tif» en 1997) v hasta réplicas más o me-
nos oficiales del Conseil d'État. I .os es-
pañoles no nos quedamos a la zaga y,
por ejemplo, CHINCHILLA hizo en 1991,
en el libro homenaje a GARCÍA DE EN-
TKRRÍA, una defensa del servicio público,
naturalmente con las debidas actualiza-
ciones; se puede rastrear también esta
defensa de los postulados tradicionales
en algún trabajo de SOSA criticando se-
veramente la sentencia del Tribunal Su-
premo de 6 de septiembre de 1989, co-
nocida como caso Itiiciatives. Desde en-
tonces se han publicado trabajos de
ARIÑO (solo o en compañía de autores
como MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, DE LA CUÉ-
TARA o LÓPEZ DE CASTRO), de MALARET, de
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, de MUÑOZ MACHA-
DO, etc., comentando las transformacio-
nes que para la teoría del servicio públi-
co ha supuesto el ordenamiento comu-
nitario.

Como decíamos, BELTRÁN no entra en
el debate, o por lo menos no lo hace en
los términos recién descritos, sino que
se sitúa en un plano distinto. Porque

centra su atención en el énfasis que po-
nen los más críticos hacia el servicio pú-
blico tradicional (y que podrían ser, des-
de una perspectiva declaradamente libe-
ral, los defensores de un «nuevo servicio
público», con arreglo al título del libro
de ARIÑO, MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ y DÉLA
CLT.TARA) en que, según ellos, sus teo-
rías, cada vez con mayor reflejo norma-
tivo, ¡uridifican lo que antes estaba des-
¡uridificado y, por consiguiente, aparta-
rían a los servicios públicos del juego de
la política y en tal medida suponen un
avance para el Derecho administrativo.
Esto es lo que critica el autor, y es lo
más interesante del trabajo. En kis págs.
41 y ss. lo que hace BELTRÁN, tras reco-
nocer que la tendencia actual sí ha su-
puesto una mayor precisión de las re-
glas de funcionamiento de los semeios
públicos (y por ello merece ser saludada
positivamente), es intentar poner de ma-
nifiesto que la pretendida ¡uridificación
en realidad no es tal. sino que se limita
a la asunción por el Derecho de algunas
reglas económicas o propias de la libre
competencia. Luego, a su juicio, no se
¡uridifican las decisiones relativas a los
servicios públicos, sino que como mu-
cho se economizan (en el sencido de que
vienen determinadas por principios y
reglas derivados de la libre competencia
en los mercados). Si tales reglas, dice
BELTRÁN, fuesen realmente previsibles,
unívocas y duraderas en el tiempo, aca-
so sí se juridilicarían, indirectamente,
los sei"vicios públicos, pero, a su juicio,
ello no está demostrado. Sin contar con
que, detrás de la decisión de desregular
o someter cada vez más actividades pú-
blicas a las reglas de la competencia
(supuestamente objetivas o juridifica-
das), siempre existe una previa decisión
política, con lo que la situación no sería
muy distinta de la anterior.

En tocio caso, la crítica del autor a los
nuevos postulados del servicio público
viene por otro lado. Viene porque, por
ejemplo, la asunción de tales ideas su-
pondría la prevalencia de algunos prin-
cipios constitucionales sobre otros,
cuando el constituyente dejó abierta la
elección a los poderes públicos. BELTRÁN
parece querer decir que en la Constitu-
ción española caben (o acaso cabían,
antes del TUE) diversas políticas, más o
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menos intervencionistas, más o menos
socializantes, más o menos liberales,
etc., y cjue en cambio estos nuevos vien-
tos liberales sólo soplan en una direc-
ción, la de la libertad de empresa del ar-
tículo 38 de la CE, cerrando el paso a
otras opciones a priori igualmente legíti-
mas. Y la crítica viene también, en las
págs. 53 hasta el final, porque el autor,
acaso saliéndose de lo que es habitual
en la doctrina adminisirativista españo-
la, se adentra en algunas reflexiones so-
bre el Estado y el mercado y sobre el
Derecho y la política.

Ya dijimos al comienzo que. a nuestro
juicio, se trata de las páginas más intere-
santes del trabajo. No porque el resto no
lo sea, que sí lo es (la crítica a CASSESK,
poniendo de manifiesto las transforma-
ciones acaecidas durante la última déca-
da en los Estados de la (JE, es extrema-
damente lúcida y penetrante), sino por-
que plantean interrogantes básicas para
el jurista y que. como acabamos de se-
ñalar, no resultan frecuentes en el mun-
do del Derecho administrativo. Lo que
viene a decir BIII.TKÁSÍ sobre el Estado y
eJ mercado es que en muchas ocasiones
se utilizan como cosas contrapuestas,
cuando no lo son tanto. Por ejemplo, las
reglas de la competencia son reglas pú-
blicas y tal vez hasta más incisivas y
más dotadas de autoridad que otras, o,
más en general, citando a PREDIHRI, afir-
ma que tal contraposición es en algunos
aspectos ficticia o hasta maniquea. Y lo
que sostiene BEI.TRÁNI, para finalizar el
papev, es que lo que ARIÑO llama «des-
ideologización de la política económi-
ca» en realidad no es tal desideologiza-
ción y que es fruto de una nueva visión
de la cosa pública que no encajaría del
todo en el sistema Iradicional de repre-
sentación democrática. Esto es lo más
destacable del trabajo comentado, y que
no suele ser puesto de manifiesto por
los estudiosos más ortodoxos del Dere-
cho administrativo. La afirmación de
ARIÑO en el sentido de «desideologizar la
política económica» (citada por BKLTRÁN
en la pág. 56) debe seguramente provo-
car reflexiones como las de este autor,
además de por su trascendencia genera),
por sus implicaciones respecto de las
técnicas de intervención pública en la
economía, cada vez menos sometidas al

Derecho administrativo clásico y más al
Derecho mercantil y a las reglas de la
economía de mercado. La opinión de
BELTRÁ\ sobre la trascendencia general
de esa filosofía queda patente en las úl-
timas frases de su trabajo (pág. 57): «Si
los gobernantes no deben seguir pautas
ideológicas o políticas a la hora de dise-
ñar sus políticas económicas, la pregun-
ta a formularse sería ¿cuál es entonces
la pauta o la filosofía a aplicar? ¿según
qué criterios se van a tomar las decisio-
nes? Desde la óptica de) neoliberalismo,
la respuesta parece clara: los gobernan-
tes sólo deben dedicarse a guardar y ha-
cer guardar las reglas del mercado, de
las que se predica su neutralidad ideoló-
gica y su no politicidad. Las consecuen-
cias de ello son evidentes: se niega la
política tradicional, pues ahora se pos-
tula una gestión "técnica" o "neutra" de
los asuntos públicos y una "no política"
(o, vuelvo a repetir, una política no
ideológica, si es que ello es posible), lo
cual me parece muy llamativo pues en
última instancia pone en cuestión los
mecanismos de representación política
general». Como se puede ver, se trata de
Lina reflexión polémica, hasta provoca-
dora, y que se sale del marco habitual
en los administrativistas. Peto no por
ello es menos valiosa, ofreciendo un
contrapunto de reflexión política para
analizar las transformaciones del Dere-
cho en general y del Derecho público
económico en particular. A la vista de
tales razones, consideramos que el tra-
bajo de BELTRÁN ofrece un interés espe-
cial, lo cual nos ha movido a escribir
esta recensión.

Joana AI.SINA ENRÍQUEZ
Universidad de Castilla-La Mancha

CHINCHILLA MARÍN, C. (coord.): Teleco-
municaciones: Estudios sobre dominio
público v propiedad privada, Colección
Garrigues & Andersen, Marcial Pons
Ediciones Jurídicas, Madrid, 2000,
407 págs.

Que las telecomunicaciones necesitan
una base física no parece algo demasia-
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do complicado de entender. De hecho,
todos observamos a diar io cómo se
abren nuevas zanjas en nuestras ciuda-
des para instalar el cableado de las nue-
vas redes de los operadores que han
accedido al mercado en función de la li-
beralización, que será lo que con pos-
terioridad nos permita disfrutar del ser-
vicio. No obstante, resulta paradójico
cómo hasta ahora este aspecto lan im-
portante quedaba al margen de los estu-
dios concretos sobre las telecomunica-
ciones, que insistían más en los elemen-
tos de la liberalización y en el acceso al
mercado de los operadores. Dato éste
que es tanto más grave cuanto que el
problema que hasta ahora más ha preo-
cupado a las empresas que quieren pres-
tar sus servicios es precisamente éste
•.leí despliegue de la red, para el cual es-
án teniendo innumerables dificultades

que repercuten en lodos nosotros. A es-
tos peo ble mas generales se añade el
dato nada desdeñable de la pluralidad
de técnicas que recoge la LGTEL para
llegar al mismo objetivo de que los ope-
radores dispongan de red para prestar
sus servicios.

El libio objeto de esta recensión tiene,
por tanto, el primer mérito de preocu-
parse de esta importante cuestión. Ade-
más, tiene aparejado a éste la segunda
virtud de estar realizado por profesiona-
les que están diariamente en contacto
con esta problemática desde los dos
puntos de vista. Y, unido a ello, tiene el
tercer elemento positivo de la gran cali-
dad de los trabajos que se incluyen en
esta obra colectiva coordinada por Car-
men CHINCHILLA, en donde estudian de
modo muy crítico los problemas y solu-
ciones que se han dado hasta ahora,
tanto doctrínalmente como las múltiples
resoluciones de la Comisión del Merca-
do de las Telecomunicaciones que anali-
zan esta cuestión.

Nótese de la relación siguiente, por
último, que todos los elementos de rela-
ción entre telecomunicaciones y dere-
cho de bienes están analizados en este
trabajo: una introducción general al do-
minio público que sirve de encuadre de
la cuestión: el uso del demanio terrestre
por operadores: muy vinculado a esto, el
derecho a la ocupación del dominio pú-
blico; el análisis del dominio público ra-

dioeléctrico; los nada desdeñables as-
pectos fiscales de la utilización del do-
minio público por los operadores; el
gran problema del recurso público de
numeración que se planteará próxima-
mente; aspectos urbanísticos de las tele-
comunicaciones, y, por último, y el últi-
mo eslabón de la cadena para que lle-
guen las señales a nuestros hogares, las
infraestructuras comunes en el interior
de los edificios.

De la totalidad de los trabajos, cuatro
son, en mi opinión, los que tienen un in-
terés suplementario en la medida en que
analizan los aspectos más problemáti-
cos de la proyección de las telecomuni-
caciones sobre el derecho de bienes: el
uso del dominio público por los opera-
dores, realizado por Pedro GARCÍA CAP-
DF.I'Ó.V; el derecho a la ocupación de los
bienes, de Carmen CHINCHII LA: el estu-
dio del demanio radioeléctrico, de Ja-
vier MARZO, y el de los aspectos urbanís-
ticos, de Rufina SÁNCHEZ. Ello no supo-
ne en modo alguno un demérito de los
restantes, sino una ponderación de la
importancia que, en mi opinión, tienen
estos cuatro trabajos en la mecánica ge-
neral de los problemas planteados por la
relación entre telecomunicaciones y de-
recho de bienes, teniendo en cuenta la
situación general de este sector econó-
mico en España.

El primero de ellos analiza el acota-
miento de ¡os derechos que reconoce la
Ley General de Telecomunicaciones.
Aquí se estudian todos los elementos de
orden de carácter formal que permiten
reducir el número de operadores que
pueden ejercitar los derechos que reco-
noce la LGTEL. En particular, resulta
destacable el estudio que hace de uno de
los problemas de mayor importancia
que hay planteados: la opción entre au-
torización y concesión como título habi-
litante para la ocupación del dominio
público; problema que la mala técnica
legislativa de la LGTEL ha dejado abier-
to y sobre el que el autor se pronuncia
por títulos de otorgamiento obligatorio.
Bien es cierto qvie, como NIETO dijese
hace mucho tiempo, poca diferencia
existe, en este sentido, entre autoriza-
ción y concesión.

El segundo de los estudios que he
querido destacar es el de la coordinado-
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ra del volumen, C. CHINCHILLA, en donde
realiza un profundo estudio sobre el de-
recho a la ocupación del dominio públi-
co y privado para el establecimiento de
redes públicas de telecomunicaciones;
contemplando las relaciones que tiene el
derecho genérico con otras figuras que
completan el círculo de posibles opcio-
nes en manos do los planificadores:
hace en este sentido una particular re-
ferencia a las relaciones que tiene con la
malamente regulada comparación de
infraestructuras de telecomunicaciones
que recoge el artículo 47 LGTEL. Este
estudio tiene el efecto clarificador,
como en todos los trabajos de la autora,
de ser tremendamente conciso en cuan-
to a los operadores que tienen derecho a
la ocupación como en los procedimien-
tos a seguir para lograr este derecho.
Téngase en cuenta que la importancia
económica de las telecomunicaciones
esiá dando lugar a multitud de situacio-
nes que no estaban previstas por el le-
gislador y a las que hay que dar una res-
puesia adecuada, adaptada a sus princi-
pios: piénsese, por ejemplo, en la
importante actividad pública y privada
de explotación de redes y de elementos
anejos a las redes. Y ello por no hablar
de las denominadas redes oscuras que
precisan su incorporación a la regula-
ción general de las telecomunicaciones.

En estos tiempos que corren de polé-
mica sobre la concesión de licencias de
telefonía móvil de tercera generación
resulta relevante el trabajo de Javier
MARZO, sobre el dominio público radio-
eléctrico. De los aspectos que son anali-
zados, me parece particularmente rele-
vante un elemento que ya estuvo en
cuestión en el momento de las licencias
DCS 1800 y que se reabre en la actuali-
dad: el de la atribución de frecuencias y
el del número de licencias que se pue-
den otorgar y el de los operadores que
pueden optar a ellas (recuérdese que en
el caso de las licencias DCS 1800 se
cuestionó su otorgamiento directo a Te-
lefónica y Airtel y, en la actualidad, se
discute sobre si son cuatro, cinco o seis
las licencias UMTS que se pueden otor-
gar y si Xfera puede concursar a una de
las nuevas DCS que parece que se van a
sacar a concurso).

El último aspecto que quiero destacar

aquí es el de la relación entre el urbanis-
mo y las telecomunicaciones. Aspecto
éste que resulta muy importante en la
medida en que, al final, la ordenación
concreta de las redes dependerá de lo
previsto en los planes de urbanismo.
Que existen varios modelos desde el
punto de vista jurídico es algo que
muestra la autora al analizar los instru-
mentos madrileño y barcelonés: pero,
más allá de este dato, hay que analizar
la efectividad práctica y las molestias
que uno y otro están produciendo. Y pa-
rece que en LUÍ caso está a años luz de
otros. En este artículo se analizan todos
los problemas urbanísticos que plantean
las telecomunicaciones, desde los ele-
mentos generales de planeamiento a los
concretos de las licencias, y un aspecto
muy particular como es el relativo a los
gastos de canalización.

Se irata, en delinitiva, de un excelente
trabajo de análisis de un aspecto de los
problemas que están planteando las te-
lecomunicaciones, justo, además, el me-
nos tratado doctrinalmente y uno de los
de mayor importancia práctica: su rela-
ción con el derecho de bienes.

Julio V. GONZÁLEZ GARCÍA

DESDENTADO DAROCA, Eva: El Precario
Administrativo. Un estudio de las li-
cencias, autorizaciones y concesiones
en precario, Ed. Aranzadi, Pamplona,
1999.

I

El libro de DESDENTADO DAROCA, Profe-
sora titular de Derecho Administrativo
en la Universidad de Alcalá, es un mag-
nífico análisis de una institución jurídi-
ca controvertida, cual es el precario ad-
ministrativo. Abordar doctrinalmente
esta institución, tratando de dar una
construcción coherente y útil para el
Derecho Administrativo, ha sido, sin
duda, el objetivo de este trabajo.

Es necesario empezar destacando la
calidad literaria del texto. La autora de-
muestra elegancia en las formas sintác-
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ticas y un excelente manejo del léxico
jurídico, que hacen al lector sentirse,
iras pocas páginas de lectura, cierta-
mente cómodo con el libro. Incluso el
investigador, no atraído por el título,
sino por la necesidad que le impone el
objeto de su investigación, sabe que el
término de la misma no supondrá un es-
fuerzo, sino una labor placentera e ilus-
trativa.

II

El Capítulo I, «El concepto de preca-
rio. El precario civil y el precario admi-
nistrativo» (págs. 21 a 64), se dedica a la
delimitación conceptual de la institu-
ción objeto de estudio. Este capítulo es
iniciado con un estudio breve del origen
y evolución histórica del concepto de
precario. Esla brevedad no es óbice
para que, a través de magistrales pince-
ladas, se alcance un conocimiento cabal
sobre la evolución que el concepto de
precario ha sufrido en el transcurso de
los tiempos. A la vez, se va aportando a
pie de página la bibliografía necesaria
para aquellos que gustan introducirse
en los antecedentes históricos con ma-
yor profundidad.

El objeto de este primer capítulo es
llegar a un concepto moderno de preca-
rio en Derecho Civil y Derecho Adminis-
trativo, y podernos obsei'var, en este ca-
mino, cómo la Profesora DESDENTADO
domina las diferentes disciplinas jurídi-
cas implicadas, evitando las carencias
que se observan en otros trabajos de in-
vestigación, cuando aparecen cuestiones
íntimamente ligadas con la teoría gene-
ral o de raíz jun'dico-privada. Parte de
la doctrina afirma que el precario admi-
nistrativo es una traslación del precario
civil. Y en este proceso se producen mu-
taciones en la institución que la hacen
prácticamente irreconocible. Desde mi
óptica, el mayor cambio que se produce
se sitúa en la figura del concédeme; así,
en Derecho Civil, el contrato queda re-
vocado por la libérrima voluntad de
éste; mientras en el precario administra-
tivo la Administración no puede revocar
a su libre arbitrio el acto administrativo
con cláusula de precario- Pero, compar-
tiendo la opinión de la autora de la obra

objeto de esta recensión, esta diferencia
entre el precario civil y administrativo
no es una consecuencia derivada de la
incorporación al Derecho Administrati-
vo de una institución de Derecho Priva-
do, sino más bien de la relación entre
Administración y Derecho. Así, mientras
la discrecionalidad administrativa era
equivalente a la libre decisión de la Ad-
ministración, exenta de todo control ju-
dicial, el precario administrativo no se
diferenciaba del precario civil. Pero la
evolución del Derecho Administrativo
ha eliminado ese concepto de discrecio-
nalidad, de modo que cualquier activi-
dad administrativa que se desarrolle
será vicaria de los intereses generales y
controlable judicialmente, cambio del
que no está exento el precario adminis-
trativo. Finalmente, se llega a un supra-
concepto en el que se engloba» todas las
categorías públicas v privadas de preca-
rio, y al que se considera la esencia de la
figura jurídica objeto de estudio: «... se
trata, en lodo caso, de situaciones de
uso de cosas que tienen un carácter
inestable, una duración indeterminada,
y a la que, por su propia naturaleza,
puede poner fin en cualquier momento
otro sujeto (la Administración, el posee-
dor real o el dueño, la otra parte de la
relación), sin que el precarista pueda
alegar en contra derecho alguno al man-
tenimiento de la situación existente».

El estudio, con buen criterio, se cen-
tra en las autorizaciones, licencias y
concesiones a precario, por ser ésta la
materia que mayor litigiosidad ha pro-
ducido y, además, en la que se ha dado
jurisprudencia y doctrina del Consejo de
Estado discrepante.

DI

El Capítulo 11, «Concepto, característi-
cas y naturaleza jurídica de las licen-
cias, autorizaciones y concesiones a pre-
cario» (págs. 65 a 110), se inicia también
con un meritorio esfuerzo de concreción
conceptual. Se delimitan las diferentes
técnicas autori/ .atorias —en las que
cabe englobar autorizaciones, licencias
o permisos— de las concesiones: la con-
cesión demanial de la autorización de-
manial; v, cómo no, se trata de definir la
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autorización, licencia y concesión a pre-
cario.

La Profesora DESDENTADO considera
que la naturaleza jurídica de estas auto-
rizaciones, licencias y concesiones a
precario es la de actos administrativos
necesitados de la colaboración de los
particulares. Ahora bien, Ja mayor parte
de la doctrina entiende que estos actos
administrativos están dotados de una
reserva de revocación, que permitiría su
futura retirada sin derecho a indemni-
zación. De este modo, la cláusula de
precario quedaría encuadrada dentro de
la teoría general de la revocación de los
actos administrativos.

Sobre el apoyo de dos ejes fundamen-
tales se aparta de esta concepción gene-
ralizada para afirmar que las licencias,
autorizaciones y concesiones a precario
son algo dilerente al régimen de revoca-
ción de los actos administrativos. En
primer lugar, mientras la revocación de
un acto administrativo supone la elimi-
nación anticipada del acto, la precarie-
dad es la extinción normal del acto ad-
ministrativo, es decir, forma parte del
contenido básico de) ;icto administrati-
vo. En segundo lugar y como conse-
cuencia de lo anterior, la revocación del
acto es consecuencia de un elemento ex-
traño o ajeno al acto, lo que supone un
despojo que participa de la nalurale/-a
de la expropiación, que a su vez requie-
re la correspondiente indemnización;
por el contrario, el ejercicio de la cláu-
sula de precario insertada en el acto
como consecuencia de la aparición del
interés público prevalente extingue el
acto administrativo y, gon él, el derecho
del particular, tal y como estaba previs-
to en el acto administrativo inicial. Por
ello, su extinción es natural y no requie-
re de indemnización, pues no hay dere-
cho del particular que expropiar. En
consecuencia, el precario administrativo
está compuesto por aquellos actos ad-
ministrativos sujetos a condición o a
término, teniendo en consideración que
el evento o suceso siempre hace referen-
cia a un interés público prevalente. Si la
extinción de los efectos del acto admi-
nistrativo se hace depender de un suce-
so o evento del que no sabemos si se va
a producir, estaremos ante una condi-
ción resolutoria; por el contrario, si se

hace depender de un evento que se sabe
que va a tener lugar, aunque no cuándo,
estaremos ante un acto sometido a tér-
mino o a condición impropia.

Esta es. sin duda, la parte del trabajo
más controvertida, y que suscitará opi-
niones doctrinales dispares. Pero como
ya afirmó Alejandro NITTO en debate
doctrinal con PARADA VÁZOUIÍZ, «... casi
nunca está el lector en total acuerdo con
el autor; pero sólo cuando la personali-
dad de éste y el interés de su tesis son
excepcionales, vale la pena el salir a la
arena para manifestar el desacuerdo...
Por ello puede asegurarse que durante
muchos años los detalles de su argu-
mentación podrán, y deberán, ser corre-
gidos; pero la tesis central se mantendrá
v será utilizada inevitablemente como
punto de partida para nuevas investiga-
ciones».

IV

El Capítulo III, «111 problema de la ad-
misibilidad de la precariedad en licen-
cias, autor izaciones y concesiones»
(págs. I l l a 144), se inicia con un análi-
sis en el que se desarrollan las teorías
que niegan la admisibilidad de las cláu-
sulas a precario. También se analizan
las que la admiten pero con matices y,
por supuesto, aquellas que la justifican.
De éstas, destaca la teoría que se basa
en el principio de proporcionalidad para
admitir la inclusión de cláusulas a pre-
cario en actos administrativos, pues no
es únicamente un elemento justificativo,
sino que además explica la utilidad real
de dicha institución. Y ésta, junto con el
régimen jurídico que posteriormente de-
talla, es la gran aportación de la obra.
No estamos ante una obra de erudición
en la que su autora trate de mostrarnos
su buen manejo de las instituciones pú-
blicas y privadas sin ninguna aporta-
ción; tampoco se pretende extraer del
baúl de los recuerdos una institución
cuyos beneficios queden ya cubiertos
por otra figura jurídica, sino que se bus-
ca el verdadero significado de una insti-
tución que puede venir a solucionar
problemas prácticos, que hasta el mo-
mento no se resolvían de forma satisfac-
toria.
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Conciliar los intereses públicos o ge-
nerales y los intereses privados es mi-
sión de todo estudioso y aplicador del
Derecho Administrativo. Precisamente
el precario administrativo, junto con el
principio de proporcionalidad que lo
justifica, tiene como misión principal
tratar de armonizar ambos intereses,
que en ocasiones se contraponen. De
modo que, a través de la misma, se au-
toriza al particular para realizar una de-
terminada actividad que, de no existir la
institución, debería ser denegada por el
temor a la aparición, en un futuro, de
un interés general prevalente. Pero con
ella se satisface el interés del particular,
al que se le permite desarrollar la activi-
dad solicitada, y al propio tiempo el in-
terés general queda suficientemente
protegido mediante la precariedad de la
licencia, autorización y concesión, la
ausencia del derecho a indemnización y
el carácter provisional de la actividad
que se autoriza. Esta armonización en-
tre los intereses privados y públicos que
se obtiene con el precario administrati-
vo es alabada por la propia jurispruden-
cia, que en Sentencias de 29 de marzo y
21 de julio de 1994 dice: «se viene a dar
expresión al sentido esencial del Dere-
cho Administrativo que aspira siempre a
armonizar las exigencias del interés pú-
blico con las demandas de inicies priva-
do: cuando está prevista una transfor-
mación de la realidad que impedirá
cierto uso y sin embargo aquella trans-
formación no se va a llevar a cabo inme-
diatamente, el uso mencionado puede
autorizarse, con la salvedad, en aten-
ción al interés público, de que cuando
haya de eliminarse se procederá a ha-
cerlo sin indemnización».

V

El Capítulo IV trata «El problema del
alcance de la exclusión de indemniza-
ción que acompaña al otorgamiento en
precario de licencias, autorizaciones y
concesiones» (págs. 145 a 164). Respec-
to de la indemnización, la idea central
que se ha ido afirmando es que la extin-
ción de un acto administrativo a preca-
rio por la Administración cuando surge

el interés público prevalente del que se
hizo depender su eficacia no genera nin-
gún tipo de indemnización en favor de
beneficiario del acto administrativo
otorgante de la licencia, autorización o
concesión. Y esto es así cuando nos en-
contramos ante si tuaciones ideales,
aquellas en que la Administración ha
dictado el acto en precario, pero además
ha ponderado con acierto todos los fac-
tores concurrentes (tipo de actividad,
entidad económica de la inversión re-
querida, proximidad de la concurrencia
del interés público prevalente). Si todo
ello es así, no habrá daño alguno al par-
ticular y, en consecuencia, la Adminis-
tración estará exonerada de cualquier
indemnización.

Pero esta situación ideal no siempre
se produce. La Profesora DP.SDKKTADO
nos ofrece dos supuestos de quiebra de
la misma. Til primero, cuando la Admi-
nistración es conocedora del tiempo su-
mamente breve en que va a aparecer el
Ínteres público prevalente y. a pesor de
ello, concede la autorización, licencia o
concesión. El segundo, cuando no sa-
biendo la Administración el momento
dt: la aparición del inicies público pre-
valenie, éste es apreciado discrec ional-
menie por la Administración con suma
brevedad. En ambos supuestos no se ha
producido un plazo razonable para el
desarrollo de la actividad que inicial-
mente permitió la Administración y,
además, no ha existido posibilidad de
amortizar las inversiones realizadas. En
ambos casos entiende la autora, creo
que acertadamente, que la Administra-
ción debe indemnizar al particular, fun-
damentando dicha opinión en que se ha
producido una quiebra en la legítima
confianza que el particular tenía en el
contenido del acto administrativo.

¿Qué tipo de daños va a afrontar la
Administración en estas situaciones
anormales? Es claro que sólo va a res-
ponder del daño emergente, es decir,
sólo resarcirá al particular respecto del
valor de las inversiones realizadas y no
amortizadas. El lucro cesante queda, sin
embargo, excluido, pues el particular,
producido el interés público prevalente,
carece del derecho a seguir desarrollan-
do la actividad para la que fue autori-
zado.
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VI

En el Capítulo V, «Examen de los pro-
blemas que plantea el ejercicio por la
Administración de la potestad de extin-
ción de las licencias, autorizaciones y
concesiones a precario» (págs. 165 a
181), la autora plantea dos cuestiones
capitales: una, el procedimiento admi-
nistrativo a través del cual se aplica la
cláusula de precario; otra, el control ju-
dicial de los actos administrativos a pre-
cario.

Llegado el interés público prevalente
del que se hace depender la eficacia de
la autorización, licencia o concesión, la
extinción de ese derecho subjetivo débil
y condicionado no se produce automá-
ticamente, sino que requiere de una de-
claración de la Administración en la
que se aprecie la existencia del evento y
la extinción del acto administrativo.
Este procedimiento ha de ser distinto
del previsto para la revisión de los actos
administrativos v, como no podía ser de
otro modo, con toda congruencia con
su discurso anterior, la extinción de
una autorización, licencia o concesión
a precario no es un supuesto de revoca-
ción de un acto administrativo, por lo
que no es utilizable este tipo de proce-
dimientos. Del procedimiento se desta-
can dos cuestiones importantes: la pri-
mera, el acto administrativo ha de ser
motivado por aplicación del artículo
54.4,1 y f) LRJPAC; la segunda, en cual-
quier caso es necesario dar audiencia al
particular cuyo derecho subjetivo se ex-
tingue con el ejercicio de la cláusula a
precario.

Aunque el estudio sobre el control ju-
dicial se plantea al final del trabajo ob-
jeto de esta recensión, sería injusto ha-
cer referencia sólo a esta parte, pues
con anterioridad la autora ha ido dejan-
do pinceladas en los capítulos preceden-
tes que hacen referencia a esta cuestión.
Así, en el Capítulo III establece que, por
regla general, la jurisprudencia posterga
el control de la cláusula de precariedad
al momento en que se produce la extin-
ción de) acto administrativo. Y entiende
que éste es un defecto que necesita ser
corregido, de modo que se profundice
en el control en el momento de inclu-
sión de la cláusula a precario, y no re-

mitir el problema al momento del ejer-
cicio de la misma. En conclusión, deben
existir al menos dos momentos oportu-
nos para controlar la precariedad: el
primero de ellos, cuando se produce la
inclusión de la cláusula a precavió, mo-
mento en que los tribunales podrán
comprobar la admisibilidad o no de ésta
de acuerdo con la legalidad vigente: e)
segundo se sitúa en el momento de ejer-
cicio de la cláusula o extinción del acto:
aquí será posible tanto el control de le-
galidad de la cláusula como la fiscaliza-
ción de que la resolución administrativa
de extinción se fundamente en la exis-
tencia de ese interés público prevalente
que con antelación había sido previsto
en el acto inicial.

Vil

La característica principal que desta-
ca del conjunto de la obra es su pragma-
tismo. La autora entra en la idcnlitiea-
ción de problemas concretos que rodean
o envuelven a la institución, y a los que
aporta soluciones brillantes y madura-
das. Cualquiera que se acerque a la obra
verá desvanecerse los posibles temores
que inicialmentc el vocablo «precario»
le pudiera producir.

Francisco J. ALES MORENO
Área de Derecho Administrativo

Universidad de Alcalá

GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús: Manual de Pro-
cedimiento Administrativo, 1." cd., Ed.
Civitas, Madrid, 2000, 660 págs.

I. No causa sorpresa el encuentro
con este nuevo libro de) Profesor
GONZÁLEZ PÉREZ. La prolija e incansable
actividad de este gran jurista casi ha
conseguido que parezca un hábito lo
que sólo se puede considerar como una
de sus principales virtudes: una vida de-
dicada al estudio, a la enseñanza y al
ejercicio del Derecho administrativo. De
ahí que sus trabajos no necesiten ningu-
na presentación, ya que no puede haber
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en el ámbito jurídico quien no haya acu-
dido, consultado y aprendido del mane-
jo de sus ya clásicas lecciones sobre el
procedimiento administrativo (1) o so-
bre la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa (2). Fácilmente se comprende,
pues, la importancia de la aparición de
este nuevo Manual de Procedimiento Ad-
ministrativo que viene a engrosar, y a la
vez compendiar, las notables obras del
autor que lo preceden.

II. Como es bien notorio, la especial
atención por el procedimiento adminis-
trativo es una constante en el estudio
del Profesor GONZÁLI-Z PÉREZ, y buena
prueba de ello es el libro que comen-
tamos.

Después de muchos años en los que la
Lev de Procedimiento Administrativo de
1958 tuvo ocasión de consolidarse y
ofrecer un marco más o menos seguro
al jurista —al menos en lo que atiende a
su permanencia—, el último decenio ha
sido de una gran convulsión en esta ma-
teria. Los cambios han sido poco menos
que vertiginosos, teniendo en cuenta
que tras más de treinta años de vigencia
de la antigua Lev no sólo se ha produci-
do una modificación sustancial de la
misma, sino que, a su vez, esta última
ha sido alterada en menos de siete años.
Y cada una de esfas variaciones no ha

(1) Entre otros. El Procedimiento Ad-
ministrativo, Abella, 1964; Comentarios a
la Ley de Procedimiento Administrativo,
4.'1 edición, Civitas. 1991; puestos al día
en J. GONZÁLEZ PÉREZ y F. GONZÁLEZ NAVA
KRO, Comentarios o la Ley de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas y
Procedimiento Administrativo Común (Ley
30/1992, de 26 de noviembre), 2." edición,
Civitas, 1999; sin olvidar la acertadísima
y oportuna publicación de J. GONZÁLEZ
PÉREZ, F. GONZÁLEZ NAVARRO y J. J. Go.v-
ZÁLF.Z RIVAS, Comentarios a la Lev 4/1999,
de 13 de enero, de modificación de la Lev
30/1992. Civitas, 1999, o J. GONZÁLEZ PÉ-
REZ y P. GONZÁLEZ SALINAS, Procedimiento
Administrativo Local, 2." edición, Abella,
1993.

(2) Manual de Derecho Procesal Admi-
nistrativo, Civitas. 1990. o Comentarios a
la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa (Ley 29/1998, de 13 de julio},
3." edición, Civitas. Í99S.

introducido novedades de mero matiz,
pues, por el contrario, han dado al tras-
te con concepciones teóricas de gran
trascendencia en la aplicación práctica
del Derecho administrativo. A todo ello
hay que añadir el revuelo doctrinal que
ha acompañado a las mencionadas re-
formas.

Ahora, un año después de la última
revisión del procedimiento administrati-
vo común, el Profesor GONZÁLEZ PÉREZ
nos instruye con su nuevo Manual, en el
qtie no sólo se orquestan las cuestiones
necesitadas de aclaración tras las referi-
das modificaciones normativas. El autor
va más allá, valorando la disgregación
que el nacimiento y la consolidación del
Estado autonómico han introducido en
la comprensión de una materia que has-
la entonces venía siendo objeto de regu-
laciones procedentes de un único sujeto
normativo.

111. La trascendencia de este libro
responde, por tanto, a la construcción
de un Sistema del Procedimiento Admi-
nistrativo. E.1 propio autor dice en el
prólogo que «para ito pecar de inmodes-
tia he renunciado al título de Sistema v
utilizado el de Manual (...)». Sin embar-
go, después de la lectura del mismo no
se puede sino, con todo respeto, enmen-
dar aquella consideración con la que co-
mienza nuestro jurista, para insistir en
que el Sistema, efectivamente, ha sido
creado a través de ¡as páginas del Ma-
nual.

No estamos en presencia de un co-
mentario de los preceptos de las distin-
tas normas reguladoras de los procedi-
mientos administrativos. Estamos ante
un libro en el que los preceptos sirven
de sustento a los conceptos que han sido
previamente elaborados y expuestos. De
este modo, cimienta, capítulo a capítu-
lo, el Sistema del procedimiento admi-
nistrativo, al que se suma, finalmente, el
estudio de una parte especial dedicada
al análisis de algunos procedimientos en
concreto.

El libro, por tanto, se articula en dos
grandes bloques. El primero comienza
con Ja exposición de la teoría general
sobre el concepto procedimiento admi-
nistrativo, dando paso a la definición de
las fuentes del procedimiento, su aplica-
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ción c interpretación. A continuación se
plasma la teoría de los sujetos, en la que
confluyen la revisión de la Administra-
ción Pública, de sus órganos, de su per-
sonal y, como no podía ser de otro
modo, del administrado. La cuestión si-
guiente nos lleva al objeto del procedi-
miento y de Jos actos de Administración
o particulares que surgen tanto en el
seno de aquél como los que son resulta-
do del mismo. La suceden el análisis de
las fases —donde no se puede pasar por
alto el silencio administrativo— y los
efectos del procedimiento, con los que
concluye esta primera parte.

El trabajo finaliza con un segundo
gran bloque —un Derecho procedinietital
II—. En él se examinan algunos de los
procedimientos comunes y formalizados
del Derecho administrativo —el sancio-
nador, el disciplinario, los de revisión
de oficio y de recursos administrativos,
los de ejecución administrativa y tam-
bién los relativos a la elaboración de al-
gunas disposiciones de carácter cene-
ral-.

Pasada la última página, difícil es re-
chazar que en esta obra se ha elaborado
un auténtico sistema de esta parte del
Derecho administrativo. Ciertamente,
estas cuestiones podían haber sido abor-
dadas con otra técnica que no condujera
a igual resultado. Pero para ello el autor
nos ha ilustrado ya en otras ocasiones
con sus minuciosos y sistemáticos co-
mentar ios de las normas pilares de
nuestro ordenamiento administrativo.
Como apuntaba anteriormente, la cons-
trucción de una teoría conceptual no
impide que la misma sea enriquecida
con normas y jurisprudencia. De hecho,
un sistema completo no podría soste-
nerse sin el apoyo de las anteriores, so
pena de ser una conceptuación pura-
mente abstracta. Ello no ocurre en este
caso. Pues normas y jurisprudencia se
coordinan ya para corroborar y ejempli-
ficar la parte sustantiva del libro, ya
para ser objeto de las críticas más caba-
les, y todo ello sin perder de vista el ob-
jetivo primordial del Manual.

IV. La plasmación del Sistema jurí-
dico sobre el procedimiento que sirve de
vía de conexión entre Administración y
ciudadano es motivo más que sobrado

para celebrar la aparición de este nuevo
título. Sin embarco, a sabiendas de de-
jar en el tintero muchas otras cuestiones
de relevancia, conviene detenerse y
apuntar lo que, en mi opinión, destaca
como la parte a la que el Profesor
GONZÁLEZ PÉREZ dedica unas reflexiones
más personales v enriquecedoras. Se
trata de las páginas dedicadas al con-
cepto de procedimiento administrativo
común y, por supuesto, a la conjugación
del mismo con otros tales como procedi-
mientos especiales o las especialidades
del procedimiento derivadas de la organi-
zación propia de las Comunidades Autó-
nomas y, por descontado, las bases del
régimen jurídico de las Administraciones
Públicas.

Sólo la integridad de este autor sigue
haciéndonos leer de su pluma, sin lle-
narnos de estupor, que no existe el pro-
cedimiento administrativo común. No
existe porque son miles los procedi-
mientos que envuelven las relaciones
entre Administraciones y particulares,
poique son mile* los ámbitos materia-
les sobre los que se proyecta la influen-
cia de la Administración y poique es
múltiple y compleja la estructura políti-
ca de nuestro país. Por ello, es mejor
aceptar que tal procedimiento adminis-
trativo común no es más que la denomi-
nación de un título competeiicial exclu-
sivo del Estado — art. 149.1.18." CE—,
al que no se puede dar en realidad el
contenido que de su literalidad se des-
prende. Tras él hay que descubrir la or-
denación de una serie de herramientas
que pueden ser utilizadas por la Admi-
nistración en defecto de otra regulación
particular del procedimiento y, cuando
sea posible, la regulación de aquellos
procedimientos que no están influidos
por razón del ámbito material en el que
sirven de vehículo. Siguiendo las pala-
bras del autor:

«{...) desde luego, no puede limi-
tarse el procedimiento administra-
tivo al cauce formal de la actividad
administrativa, integrado por una
serie o sucesión de actos, desde el
de iniciación hasta el de termina-
ción, entre otras razones porque es
precisamente este aspecto el que
más resiste a una regulación úni-
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ca, ya que la competencia de cada
Comunidad autónoma para regu-
lar las materias administrativas
conlleva la de formalizar el proce-
dimiento, siempre respetando las
garantías establecidas por la ley-
estatal, que constituye la cabecera
del grupo normativo.

A efectos de delimitar el "proce-
dimiento administrativo común",
lo relevante es, por supuesto, la
materia administrativa a la que se
refiere. En tanto en cuanto sea
irrelevante la materia, estaremos
ante procedimiento administrativo
común; asi en los sancionadores,
de revisión, v de ejecución. Aquí
no juega para nada la materia».

La constatación de este hecho revalo-
riza, si cabe, la fijación de un Sistema
del Procedimiento administrativo, pues
la carencia de un auténtico procedi-
miento común pone de manifiesto la ne-
cesidad de acudir a una teoría sólida-
mente sustentada que afiance el cauce
de relación entre Administración y ciu-
dadano.

VI. Por último, no podemos dejar de
resaltar algo que ya resulta familiar
para el lector del Profesor GONZÁLEZ Pf.
RKZ y que, por ello, cobra todavía más
trascendencia. El encuentro con este li-
bro es una tarea sencilla por cuanto el
autor hace de nuevo gala de su estilo di-
recto y cercano. La lectura se vuelve fá-
cil, el estudio avanza acompasadamente
de modo lineal y equilibrado, al tiempo
que va poniendo de manifiesto no sólo
los conceptos elaborados, sino los pro-
blemas reales que plantean determina-
das construcciones teóricas, normativas
e incluso jurisprudenciales para los cua-
les propone respuestas coherentes que
persiguen siempre la defensa del parti-
cular, la lucha por la seguridad jurídica.

Poner de manifiesto tan brevemente
el a lcance de la obra del Profesor
GONZÁLEZ PÉREZ es tarea ingrata por im-
posible. No obstante, la publicación del
Manual de Procedimiento Administrativo
es ocasión apropiada para intentarlo,
pues, de nuevo, el Catedrático de Dere-
cho Administrativo y experto abogado
saca a relucir en su último libro el resul-

tado de su concienzuda investigación y
de su prestigiosa experiencia para ha-
cernos llegar un libro que satisfará a
cualquier lector interesado en el Dere-
cho administrativo. Tanto desde una
perspectiva académica y dogmática
como desde la perspectiva del ejercicio
de la abogacía, pues el libro, en definiti-
va, viene a plasmar lo que el autor llama
la ecuación prerrogativa-garantía que "el
procedimiento administrativo trata de
hacer realidad (... —y—) que está en la
base de todo el Derecho administrativo».

Belén PORTA PECO

MARTÍNF.Z MARÍN, Antonio: Funcionarios
locales con habilitación. Pasado, pre-
sente v futuro, Ed. Tecnos. Madrid,
1999, 239 págs.

Los funcionarios de Administración
Local con habilitación de carácter na-
cional (léase Secretarios, Interventores
y Tesoreros de Administración Local)
integran un coleciivo importante en e)
seno de la burocracia española. A ellos
se les encomienda el cumplimiento de
determinadas Funciones públicas, que el
legislador califica de «reservadas» y
«necesarias», para darnos a entender, de
un lado, que sólo pueden ser desempe-
ñadas por personal sometido al régimen
luncionarial y, de otro, que deben exis-
lir en todas las Corporaciones Locales.
El simple enunciado de este tipo de fun-
ciones, sin entrar en mayores profun-
didades, justifica tanto el relieve profe-
sional de los funcionarios llamados a
desarrollarlas como la problemática
que acompaña a su ejercicio y cumpli-
miento.

MARTÍNEZ MARÍN, Catedrático de Dere-
cho Administrativo en la Facultad de
Derecho de la Universidad de Murcia,
aborda en su libro la historia de los ha-
bilitados nacionales, para centrarse des-
pués, desde un punto de vista crítico, en
el presente y futuro de estos funciona-
rios locales.

Considerando, a partir de la Constitu-
ción gaditana de 1812, que la historia de
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nuestro país no se ha caracterizado pre-
cisamente por su fluidez y cadencia,
sino mas bien por intermitencias y sal-
tos bruscos, no debe extrañarnos que la
historia de los habilitados nacionales,
tan vinculada a las vicisitudes de la Ad-
ministración Local, ofrezca idénticas
características. Así, el autor se encarga
de ir describiendo el régimen jurídico
de estos funcionarios al hilo de las
Constituciones, leyes, decretos e ins-
trucciones de los siglos xix y xx, con re-
ferencia expresa a los aspectos más des-
tacados de dicho régimen jur íd ico ,
como son el nombramiemo, el cese, la
remoción, fas competencias, las retribu-
ciones, etc. De la lectura de estas pági-
nas se deduce con claridad cómo y de
qué manera el sio/us de Secretarios, De-
positarios, Contadores e Inverventores
de Ayuntamientos y Diputaciones ha es-
lado siempre unido a los grandes proce-
sos cenualizadores y desccniralizadorcs
de España, reflejándose en la normativa
aplicable a estos funcionarios el signo
progresista o moderado de los partidos
en el poder.

De alguna manera, cabría hacer un
corte convencional en la exposición del
autor, en el sentido de que una parte de
la misma llega hasta la implantación del
Estado de las Autonomías, y la otra
comprende desde la Constitución de
1978 hasta nuestros días. La primera de
estas dos partes nos muestra las ense-
ñanzas derivadas de nuestro pasado his-
tórico en cuanto a Ja lenta y compleja
configuración de los habilitados, que,
paso a paso, con frenos y contrafrenos,
se van consolidando como los emplea-
dos más importantes de la Administra-
ción Local, y van conquistando objeti-
vos indispensables para actuar con inde-
pendencia frente a toda suer te de
presiones políticas y partidistas.

Desde la vigente Constitución hasta el
momento presente, MARTÍNEZ MARÍN en-
tra en el análisis de los habilitados na-
cionales con un sentido muy crítico, di-
ríamos que en ocasiones demasiado ne-
gativo, para sacar a la luz lo que estima
defectos, desajustes, incongruencias y
peculiaridades de los mismos. Así, por
ejemplo, el Capítulo VIII (págs. 136 a
165) se denomina, significativamente,
«Excepcionalidad. diversidad y des-

orientación del régimen actual de los
funcionarios locales con habilitación
nacional».

Para una mejor exposición, el autor
distingue desde 1978 «cuatro etapas
evolutivas y a su vez desfiguradoras de
la ínstitucionalización franquista de los
Cuerpos Nacionales», deteniéndose, en
cada una de ellas, en aquellos aspectos
que, a su juicio, más han contribuido a
deteriorar y desfigurar la imagen de los
citados Cuerpos. Para ello describe las
principales «grietas» y «quiebras» que
los habilitados vienen sufriendo desde
hace años, entendidas como recortes le-
gales que s<? van estableciendo y mer-
man su prestigio y objetividad, hasta de-
sembocar en un régimen jun'dico-legal
atípico y de difícil ubicación en el mar-
co global de nuestra Función Pública.

En todo caso, y sin estar de acuerdo
con algunos de sus planteamientos, hay
que agradecer a MARTÍNEZ MARÍN que,
como vulgarmente se dice, se haya atre-
vido a coger el toro por los cuernos,
ofreciéndonos su propia visión acerca
de la dilícil situación que hoy atraviesan
los habilitados nacionales. Este colecti-
vo está seriamente afectado por la con-
vergencia de una serie de factores que
empañan su presente y, sobre todo, os-
curecen su futuro. El reforzainiento de
la autonomía local, el impulso compe-
tencial de las Comunidades Autónomas,
el papel crecienle de las denominadas
Comunidades históricas, la renuncia
pausada pero inexorable del Estado a la
hora de gestionar a los habilitados na-
cionales, las vacilaciones del legislador
y de los jueces y tribunales, etc., son
otros tantos datos que abren grandes in-
terrogantes no sobre el pasado que ya
está escrito, sino sobre el presente que
ahora construimos y, especialmente, so-
bre el futuro que ya tenemos delante de
nosotros.

¿Cuál es el porvenir de los habilitados
nacionales? ¿Su centro de gravedad de-
berá estar en el Estado, las Comunida-
des Autónomas o las Corporaciones Lo-
cales? He aquí las cuestiones clave que
habrá que dilucidar con energía y clari-
dad de ideas, por encima de reivindica-
ciones corporativas y de motivaciones
políticas trasnochadas, pegados todos a
la realidad de la Administración Local
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que tenemos y sin enarbolar pretensio-
nes utópicas e irrealizables. El objetivo
de contar con funcionarios capacitados,
independientes y respaldados por los
poderes públicos debe ser empresa de
todos en estos tiempos que corren, y en
los que, como apuntan unitariamente
juristas, admimstialivisias y sociólogos,
asistimos a un retornamiento de los go-
biernos locales, dentro de los cuales, en
mi opinión, los habilitados nacionales
están llamados a ejercer un protagonis-
mo de primera magnitud.

«Quo vadis» es el lítulo del Capítulo X
y últ imo del libro que comentamos,
cuya tiiuilidad es «ofrecer una reflexión
doctrinal a favor de la continuidad y en-
caje en el Eslado de las Autonomías de
este régimen excepcional y complejo de
acceso de nuestra función pública lo-
cal», como es el de los habilitados na-
cionales en la actualidad. Las dos pala-
bras acabadas de citar, «continuidad» y
«encaje», sintetizan la tarea que aguar-
da al legislador y los gestores de los
asuntos públicos para salvaguardar y re-
forzar las funciones directivas de ios ha-
bilitados nacionales, dentro de un Esla-
do democrático en el que, con respeto a
la autonomía local, estos funcionarios
vean amparada su identidad corporativa
e institucional.

Vicente M/' GONZÁI.EZ-HABA GUISADO

RAMOS TORRE, R., y GARCÍA SF.LGAS, F.
(eds.): Globalización, riesgo, reftexivi-
dad. Tres lemas de la teoría social con-
temporánea, C1S, Madrid, 1999, 567
páginas.

Cada vez con mayor frecuencia en-
contramos estudios sociológicos sobre
problemas que poseen una importante
repercusión en el desarrollo de las insti-
tuciones jurídicas. Por ello es de gran
interés conocer estas aportaciones, las
cuales, en la mayoría de los casos, ofre-
cen una construcción científica de reali-
dades que, en el mundo del Derecho, se
hallan todavía en una fase embrionaria.
Los tres temas que se analizan en el li-
bro objeto de este comentario poseen

estas características. Bajo los términos
«globalización», «riesgo» y «reflexivi-
dad» aparecen diversos aspectos de la
sociedad actual que dicen relación con
una transformación del Estado, de sus
funciones y de sus instrumentos de ac-
tuación.

F.l libro editado por RAMOS TORIO: y
GARCÍA SULGAS es el resultado de una se-
rie de encuentros organizados con el fin
de debatir temas de actualidad por parte
de relevantes sociólogos. Los dos prime-
ros encuentros se celebraron en Madrid
v en Bilbao, en los años 1992 y 1995,
respectivamente. Sus conclusiones fue-
ron publicadas por el Centro de Investi-
gaciones Sociales, en Problemas de teo-
ría social contemporánea (E. LAMO DI; ES-
PINOSA y J. E. RODRÍGUEZ IBÁÑI-.Z).
.Vladrid. cis. 1993, y Complejidad v teoría
social (A. PÉRKZ-AUOTI; e J. SÁNX'Hr.z ni-
i A YXCI.RA), Madrid, CIS, 1996. El libro
que se i'ecensiona, en concrete;, recoge
el contenido del debate que tuvo lugar
en el 111 Encuentro de Teoría Sociológi-
ca, celebrado en Madrid los días 9 a 1 I
de julio de 1998.

Los ternas que se abordan en esta oca-
sión, «globalización», «riesgo» y «refle-
xividad», a pesar de poseer cada uno de
ellos una línea discursiva propia, pre-
sentan importantes conexiones entre sí
y están, asimismo, estrechamente rela-
cionados con la «modernidad», un con-
cepto que va apareciendo de forma re-
currente en el libro. I.a construcción
doctrinal más conocida sobre estas no-
ciones, y que sirve de telón de fondo de
la mayor parte de los artículos que inte-
gran esta obra colectiva, es la ofrecida
por el sociólogo alemán lilrich BECK en
títulos tales como Wass ist Globalisie-
rung? (1997), Risikogesellsclwfl: Aufdem
We° in cine andere Modeme (1986, publi-
cado en español por la Editorial Paidós
en 199S) y, en colaboración con GIDDEXS
y LASCH, Modernización reflexiva. Políti-
ca, tradición y estética en el orden social
moderno (1997). Las aportaciones de
BECK han sido desarrolladas entre noso-
tros por el Profesor José ESTEVF. PARDO
en una excelente reflexión jurídica, pu-
blicada en 1999 por la Editorial Ariel
Derecho, bajo el título de Técnica, riesgo
v Derecho. Tratamiento del riesgo tecno-
lógico en el Derecho ambiental. Para
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BECK, la globalización acontecida en di-
fcrentes dimensiones de la vida social
moderna es una de las causas funda-
mentales de la destrucción de la moder-
nidad, por él denominada «simple» o
«primera». La globalidad significa que
la unidad entre Estado nacional y socie-
dad nacional se derrumba. Y ello es de-
bido a que estas instituciones han perdi-
do el control y el poder de decisión so-
bre realidades como la economía, las
nuevas tecnologías o las crisis ecológi-
cas, al adquirir éstas una dimensión
mundial. Por ello, este autor afirma que
los efectos de la sociedad industrial con-
ducen a la «segunda modernidad» o
«modernidad reflexiva». Este concepto
de modernización reflexiva no implica
reflexión (conocimiento), sino retlexivi-
dad. es decir, autoaplicación, aulocon-
frontación de la modernidad occidental
con las autoamenazas que su propio de-
sarrollo plantea. Esta reflexividad de-
sembocaría en una transformación de la
sociedad industrial, que pasaría a ser
una sociedad de riesgo.

Desde un punto de vista formal, el li-
bio objeto del presente comentario se
estructura en lies partes. La primera lle-
va por título «Globalización y moderni-
dad»; la segunda, «Riesgo y confianza»,
y la tercera, «Reflexividad y acción». En
lodas ellas se ofrece no solamente una
exposición de las aportaciones doctrina-
les más relevantes a cada una de estas
realidades, sino también diversos desa-
rrollos propios y contribuciones críticas
a las líneas de investigación dominan-
tes.

El primero de los artículos del bloque
titulado «Globalización y modernidad»,
a cargo de J. M. GARCÍA BLANCO («De la
mundialización y la globalización al sis-
tema de la sociedad mundial»), consti-
tuye una excelente carta de presenta-
ción de la temática que se desarrolla a
lo largo del libro y posee, sin duda, un
marcado carácter didáctico para los lec-
tores que se enfrentan por primera vez
con esta materia. En este sentido, el
mencionado autor realiza una aproxi-
mación al objeto del cual se predica la
globalización, y nos presenta así la evo-
lución por la que este término ha pasa-
do: de referirse exclusivamente al siste-
ma económico mundial (I. WALLKRSTEIN,

El moderno sistema mundial I, Madrid,
Siglo XXI, 1979. £/ moderno sistema
mundial II, México, Siglo XXI, 1984),
para extenderse después a otros ámbitos
como la cultura (R. ROBERTTSON, Gioba-
lization: Social Tlieory and Global Cultu-
re, Londres, 1992) y las nuevas tecnolo-
gías (A. GIDDENS, Consecuencias de la
modernidad, Madrid, Alianza, 1993),
hasta abarcar numerosos aspectos de la
vida social (U. BIÍCK).

La vinculación explícita entre el fenó-
meno de la globalización y la crisis del
Estado se expone, en forma de catorce
tesis simples, claras y contundentes en
sus enunciados, por A. PKRCZ-AGOTP. PO-
VF.DA («Globalización, crisis del Estado v
anomia. La teoría social visita Euro-
pa»). Este autor diagnostica una crisis
del Estado del bienestar —porque es in-
capaz de dar respuesta a los problemas
económicos que le acechan—. una crisis
del Esiado democrático —porque los
políticos ii(i canalizan las peticiones de
la sociedad, sino que imponen su volun-
tad ¿i las masas— y una crisis del Estado
nacional —porque es demasiado peque-
ño para resolver los grandes problemas
y demasiado grande para resolver los
pequeños—. Jurídicamente, las respues-
tas a estos problemas se reflejan, por un
lado, en el aumento de las demandas de
participación de los ciudadanos y, por el
otro, en el desarrollo de políticas de li-
beralización, desregulación y adelgaza-
miento del Estado.

Estas políticas neoliberales son anali-
zadas por P. DE MARÍNIS CÚNEO, en el ar-
tículo titulado «Gobierno, gubernabili-
dad, Foucault y los anglofoucaultianos
(O un ensavo sobre la racionalidad polí-
tica del neoliberalismo)». Este autor
sostiene que lo que, según una crítica
superficial al neoliberalismo, se inter-
preta como una simple «retirada» del
Estado ante funciones que anteriormen-
te le habían correspondido, en realidad
debe entenderse como una técnica posi-
tiva de gobierno. El Estado se transfor-
ma e impone, al mismo tiempo, una re-
estructuración de la sociedad, que asu-
me cotas desconocidas de poder. Así,
por ejemplo, la rígida planificación esta-
tal de la economía nacional es reempla-
zada por la flexible figura del mercado
transnacional; las organizaciones de au-
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toayuda y las estructuras mercanliliza-
das de previsión individual y familiar
sustituyen algunas de las responsabili-
dades sociales welfaristas y, finalmente,
se apela a la responsabilidad y a la so-
lidaridad colectiva como sustituto de la
pasividad y dependencia de los indivi-
duos en relación con el Estado. En este
sentido, el neoliberalismo tiene como
consecuencia una reactivación del con-
cepto sociológico de Gemeinschafi, de
comunidad.

En el segundo bloque, «Riesgo y con-
fianza», predominan las revisiones críti-
cas de la teoría del riesgo desarrollada
por U. BIÍCK. En esla línea destacan las
aportaciones de J. RODRÍGUEZ MARTINKZ,
«El riesgo como utopía negativa. Notas
para una reflexión», y de R. RAMOS TO-
RRE, «Prometeo y las flores del mal: el
problema del riesgo en la sociología
contemporánea». En ambas se acusa a
BIICK de falla de rigor conceptual y de
una cierta exageración y teatralidad en
la exposición de sus conclusiones. Los
riesgos actuales, a juzgar por los índices
de longevidad, salud pública o nivel de
desarrollo humano, no son más graves
que los precedentes.

Coincidiendo con este punto de parti-
da, E. GIL. CALVO, en «Desinstitucionali-
zación». ofrece una explicación suma-
mente interesante de la relevancia social
adquirida por la temática del riesgo. Se-
gún este autor, lo que parece haber au-
mentado en los últimos años no es el
riesgo real, sino la preocupación por el
riesgo visible o socialmente observado.
Y este aumento de la percepción de los
riesgos deriva, por un lado, de la «refle-
xividad» y, por el otro, de la «desinstitu-
cionalización». La reflexividad, en este
contexto, hace referencia al conocimien-
to público de las consecuencias futuras
de los actos. Por «desinstitucionali-
zación» se entiende la pérdida de credi-
bilidad y el desmoronamiento de las ins-
tituciones que tradicionalmente han ge-
nerado seguridad. Para contrastar su
teoría con un ámbito de la realidad, el
autor realiza un detallado análisis de las
consecuencias sociales de la extinción
del paternalismo. Sin embargo, y a pe-
sar de que solamente dedica unas breves
pinceladas a este aspecto, acierta en se-
ñalar que no sólo la transformación de

la familia, sino también la transforma-
ción actual de los Estados, debe contar-
se entre las principales causas del au-
mento de la percepción del riesgo. Has-
ta no hace mucho, casi todas las
actividades aparecían intensamente re-
guladas por los Estados, lo que las hacía
tan estables como previsibles y prede-
terminadas. Pero hoy, en cambio, se im-
pone la desregulación y la liberalización
de la iniciativa privada. De un orden ba-
sado en instituciones centrales y jerár-
quicas, se ha pasado a otro orden basa-
do en instituciones libres, abiertas y
descentradas, como es el caso de los
mercados. El desarrollo tecnológico y la
falta de control estatal sobre sus conse-
cuencias es sustituida por un control
privado de la técnica. Los cambios insti-
tucionales sufridos por el Estado, en de-
finitiva, tienen como consecuencia una
notable pérdida de capacidad de la insti-
tución que, hasta hace poco, tenía como
función específica proveer la seguridad
de los ciudadanos.

M. BÜI.TRÁN VII.LAI.VA, en sus reflexio-
nes «Sobre la confianza en una ciencia
secularizada», relaciona la problemática
del riesgo y su percepción social con la
desconfianza generada por la ciencia.
Este autor vuelve a situar, pues, el dis-
curso en los mismos términos que Ul-
rich BIÍCK: el riesgo actual surge del des-
conocimiento de los efectos futuros de
las nuevas tecnologías, de su capacidad
destructiva y de la incapacidad de la
ciencia para frenar este proceso. La
aceptación de esta realidad conduce a lo
que el autor califica como «seculariza-
ción de la ciencia», entendida como el
descubrimiento de sus límites y el reco-
nocimiento de que el saber científico no
puede dar razón de verdades absolutas.
Frente a quienes ven en estas afirmacio-
nes una crítica a la ciencia. BIU.TRÁN VI-
I.LALVA sostiene que lal secularización
no implica necesariamente una relativi-
zación de todos sus postulados.

El tercer bloque, dedicado a la «Refle-
xividad y acción», recoge una serie de
trabajos que, en relación con los ante-
riores, se encuentran especialmente
apegados a la Sociología y mas limita-
dos, por tanto, a este específico campo
de las Ciencias Sociales. Las aportacio-
nes que ofrecen una aproximación más
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completa a los distintos significados
que se lian atribuido a Ja noción de «re-
flexividad» son las de F. J. GARCÍA SKI.-
GAS, en «La reflexividad y el supuesto
sujeto», y las de J. CALLEJO, en «La refle-
xividad empírica: notas para un provec-
ió». En el primero de los artículos men-
cionados el autor pretende determinar
?1 sujeto del cual se predica la reflexivi-
dad, en las diversas acepciones que se
han dado doctrinalmente a este concep-
to. Pero ello debe ofrecer una aproxima-
ción a las mismas. Así, encomiamos un
apretado resumen de la noción de refle-
xividad basada en la comunicación de
sistemas sociales de LUHMANN; la deno-
minada modernización rellcxiva de
BECK; la reflexividad colectiva de LASH;
la reflexividad como autorregulación
del sujeto colectivo o institucional de
GIDDENS: y la reflexividad como distan-
ciamiento de uno mismo de LAMO, entre
otras. Por su parte, Javier CALLEJO pone
de manifiesto la existencia de, como mí-
nimo, tres planos de reflexividad: la re-
flexividad sistémica, en la que el siste-
ma utiliza a los sujetos para reflexionar
sobre sí mismo; la reflexividad estructu-
ral, en la que los elementos del sistema
utilizan la reflexividad para observarse:
y la reflexividad empírica, que es aque-
lla que aparece en la propia situación
de observación.

Precisamente, a la reflexividad empí-
rica están dedicados el resto de los ar-
tículos de este último apartado. En con-
creto. S. MURILLO DE LA VECA, en «La in-
terlocución y la investigación sociológi-
ca: indicadores de riesgo en la sociolo-
gía aplicada», da cuenta de cómo debe
ser tomada en consideración la reflexivi-

dad en la investigación social en gene-
ral. Por su par te , J. NOYA MIRANDA
(«Egonomía del consumo») y A. J. Iz-
OUF.Rbo MARTÍN («Antropismo social, re-
flexividad estadíst ica y l iberal ismo
avanzado: más allá de la globalización
económica») utilizan este concepto en
su análisis de la egonomía (correlativo
individua] de la economía) y la estadísti-
ca. IZQUIERDO MARTÍN, finalmente, cierra
el libro con una advertencia, poniendo
de manifiesto los límites de la investiga-
ción social y la necesidad de aceptar sus
riesgos. En este sentido analiza, entre
otras, las consecuencias negativas de la
reflexividad empírica cuando se produ-
ce una utilización «reflexiva y estratégi-
ca» de las estadísticas por parte de los
sujetos, las empresas y los gobiernos
que con ellas operan.

En fin. y a pesar de que ello puede no
desprenderse de este apretado resumen,
el libro que se comenta presenta una
singular riqueza y variedad de propues-
tas analíticas sobre tres relevantes te-
mas de la teoría social contemporánea.
Su interés es' diverso, en función de las
expectativas de! lector. Si los sociólogos
van a encontrar en él material para pro-
fundizar en el debate acerca de los con-
ceptos de «globalización», «riesgo» y
«reflexividad», los no iniciados en estas
líneas discursivas tenemos la ocasión de
acceder a sus contenidos, pudiento ob-
tener numerosas ideas para las propias
líneas de investigación.

Mercó DARNACLXLETA GARDELLA
Profesora de Derecho Administrativo

Departamento de Derecho Público
Universidad de Girona
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